
COLOMBIA 
En Colombia, grupos armados no estatales usaron minas terrestres y explosivos para actuar de manera deliberada 
contra escuelas y estudiantes, que también resultaron heridos a causa de los combates entre las fuerzas de seguridad 
gubernamentales y miembros de estos grupos. A su vez, se informó que docentes y otros integrantes del personal 
educativo fueron amenazados, heridos y asesinados, y decenas de estudiantes de educación superior y académicos 
recibieron amenazas de violencia.  

Contexto  
El conflicto armado interno en Colombia se extendió más de 50 años. Fue provocado, en un primer momento, por gue-
rrillas que pretendían instalar un régimen comunista que asegurara justicia social para los sectores pobres. En las dé-
cadas posteriores, el conflicto fue perpetuado por una compleja dinámica en la que estuvieron involucrados múltiples 
grupos armados y fuerzas de seguridad del Estado que buscaban beneficios políticos y, más tarde, económicos me-
diante narcotráfico y otras actividades económicas ilegales. Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia—Ejército 
del Pueblo (FARC-EP) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN) fueron las guerrillas más numerosas que iniciaron acti-
vidades armadas en la década de 1960. Más tarde, empezaron a combatir de manera directa contra las Fuerzas Armadas 
estatales. En la década de 1980, se formaron grupos paramilitares como reacción ante la aparente debilidad del Estado 
en la respuesta a la amenaza de las guerrillas. Estos grupos se desmovilizaron entre 2003 y 20061.  

En 2012, se iniciaron conversaciones de paz entre el Gobierno colombiano y las FARC-EP, que tuvieron como resultado 
varios acuerdos parciales, incluidas promesas progresivas de las FARC-EP de poner fin, primero, al reclutamiento de 
menores de 17 años y, más tarde, de menores de 182. El 24 de noviembre de 2016 se firmó un acuerdo de paz definitivo3. 
El Gobierno colombiano inició informalmente conversaciones de paz secretas con el ELN en junio de 2015, seguidas 
de conversaciones formales en febrero de 2017. El 5 de septiembre de 2017 se declaró un cese al fuego bilateral, y a la 
fecha de redacción del presente las conversaciones seguían en curso4.  

El Ejército Popular de Liberación (EPL), fundado en la década de 1960 y considerado una organización delictiva por el 
Gobierno colombiano, y los grupos posdesmovilización, como los Rastrojos, las Águilas Negras y los Urabeños, también 
conocidos como las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC), estuvieron además implicados en violencia política 
y relacionada con el conflicto, así como en actividades económicas ilegales, desde 20065. Estos grupos, junto con los 
grupos disidentes de las FARC-EP que se negaron a desmovilizarse o a firmar el acuerdo de paz definitivo, siguieron 
disputándose el control territorial durante el período de análisis comprendido entre 2013 y 20176. 

Luego de la firma del acuerdo de paz con las FARC-EP en 2016, al parecer disminuyeron algunos tipos de ataques infor-
mados, incluidos aquellos contra escuelas. No obstante, no resultaba claro si esto se debía a una reducción en la can-
tidad de ataques o a cambios en la comunicación de estos hechos. Las tasas relativas a otros tipos de ataques, como 
los que afectan a la educación superior, se mantuvieron en niveles similares a los informados en Ataques a la Educación 
2014. El accionar de los grupos posdesmovilización repercutió cada vez más en la educación, incluidos señalamientos 
de que reclutaron a más niños, amenazaron y asesinaron a más docentes, y llevaron a cabo más ataques contra la edu-
cación superior que en años anteriores.  

Ataques contra escuelas  
La información recopilada por GCPEA a través de los medios de comunicación y de informes de ONG indicaron que 
hubo al menos 31 escuelas dañadas o destruidas por explosivos, así como por restos explosivos de guerra y minas te-
rrestres, que tuvieron como resultado una muerte informada de un menor, varios heridos y la cancelación o suspensión 
indefinida de clases durante el período considerado. Algunos de estos explosivos fueron colocados por las FARC-EP, 
mientras que otros fueron dejados por agresores no identificados. GCPEA identificó una reducción en los ataques contra 
escuelas a partir de 2016, aunque este dato podría indicar que hubo menos información disponible y no necesariamente 
que hayan disminuido los ataques. 

En 2013, la ONU informó 26 incidentes relacionados con la educación en el informe anual del Secretario General sobre 
los niños y los conflictos armados. Entre estos incidentes se incluían ataques contra escuelas, ataques contra docentes, 

GCPEA

Coalición Global para  

Proteger la Educación de Ataques



uso militar de escuelas y otros hechos no especificados que provocaron daños en escuelas o la suspensión de clases7. 
Asimismo, la Coalición contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia (COALICO), una 
ONG local, informó que grupos armados atacaron cuatro escuelas, y que 60 estudiantes resultaron afectados8. Es po-
sible que algunos de estos casos también hayan sido contabilizados en los informes de la ONU. En un incidente ocurrido 
en febrero de 2013, se detonaron explosivos en un internado en Balsillas, Caquetá, que destruyó varias aulas y habita-
ciones. El ataque se atribuyó a las FARC-EP9.  

La ONU y diversos medios de comunicación locales indicaron que siguió habiendo incidentes con explosivos en es-
cuelas durante 2014. La ONU recibió señalamientos de 12 casos de escuelas que resultaron dañadas por el fuego cru-
zado, minas y otros artefactos explosivos, la mitad que en el año precedente10. En información divulgada por medios 
locales se sugirió que, en algunos casos, las FARC-EP habrían atacado deliberadamente las escuelas. Por ejemplo: 

Dos artículos publicados en junio de 2014 por Semana y El Tiempo indicaron que se hallaron minas terrestres •
en el patio de la escuela de San Andrés de Pisimbalá, Cauca, las cuales fueron desactivadas antes de que pu-
dieran detonarse. Aunque se desconocía el agresor, en artículos en los medios se indició que el Ministerio de 
Educación colombiano sospechaba que estaban implicadas las FARC-EP11.  

A mediados de 2014, Human Rights Watch informó que las FARC-EP colocaron explosivos en las proximidades •
del acceso a una escuela en la localidad de Tumaco, Nariño, mientras había presencia militar en la zona, y que 
esto hizo que se cancelaran las clases durante un día mientras se desactivaban los explosivos12.  

En octubre de 2014, según indican numerosas notas en los medios, se descubrió una mina terrestre que colo-•
caron las FARC-EP en el único sendero que conduce hasta una escuela en la localidad de La Palma, Cauca. El 
dispositivo fue detonado en forma segura por las fuerzas de seguridad gubernamentales13.  

La ONU informó que 11 escuelas sufrieron daños por efecto del fuego cruzado y de artefactos explosivos durante 2015. 
Estas cifras son similares a las del año precedente14. GCPEA identificó cuatro instancias informadas de manera indivi-
dual en las cuales grupos armados no estatales atacaron escuelas:  

En marzo de 2015, las Fuerzas Armadas colombianas desactivaron explosivos hallados en el patio de una es-•
cuela en una reserva indígena de Putumayo. Se atribuye al Frente 32 de las FARC-EP la responsabilidad por 
este hecho15. 

Los medios locales informaron sobre un incidente ocurrido el 6 de mayo de 2015, cuando explotó una bomba •
dejada en el patio de una escuela en Convención, Norte de Santander, luego de que la pisara un soldado. Fuen-
tes de noticias locales atribuyeron el ataque al ELN16.  

Diversos medios informaron sobre una mina terrestre colocada en el patio de una escuela en Cauca el 20 de •
mayo de 2015, que causó la muerte de una joven estudiante e hirió a otros tres. La escuela fue clausurada 
luego del ataque. Los medios locales atribuyeron el atentado a las FARC-EP17.  

En fuentes locales se informó que las FARC-EP detonaron una bomba fuera de una escuela en Tumaco, Nariño, •
el 3 de junio de 2015, que hirió a un niño pequeño18.  

La ONU informó que también en 2016 hubo menos incidentes, y constató seis ataques en escuelas ese año. Las escuelas 
se vieron afectadas por el fuego cruzado entre las fuerzas armadas y el ELN, así como por explosiones de minas terres-
tres colocadas por agresores desconocidos19. Asimismo, en el departamento de Nariño, se habrían plantado minas te-
rrestres en las proximidades de muchas escuelas y en caminos que conducen a escuelas, lo que constituye una violación 
del derecho a la educación de los niños. En un caso, cuando la localidad de Samaniego fue rodeada con minas, nadie 
pudo entrar ni salir de la comunidad y los niños no pudieron asistir a la escuela por tres meses20.  

GCPEA recopiló información sobre cinco incidentes informados en forma individual en 2016, incluidos dos en los que 
estuvieron implicados miembros de las fuerzas de seguridad y grupos armados no estatales, uno perpetrado por inte-
grantes de las fuerzas de seguridad, uno por grupos posdesmovilización y uno por agresores desconocidos. Algunos 
de estos atentados podrían estar entre los seis informados por la ONU. Incluyeron los siguientes hechos: 

En febrero de 2016, una escuela en Antioquia quedó en medio de un combate entre el ELN y las Fuerzas Arma-•
das colombianas. Los niños tuvieron que resguardarse debajo de mesas y pupitres21. 
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El 3 de marzo de 2016, las AGC y los Rastrojos habrían tenido un enfrentamiento armado en Guaramito, Norte •
de Santander. Durante el combate, una escuela se usó como escudo mientras había niños dentro22. 

En los periódicos se informó que, en julio de 2016, el Ejército detonó dos cilindros bomba con 100 kilos de ex-•
plosivos que habían sido colocados en una zanja afuera de una escuela en Morales, Cauca. Las bombas habían 
estado allí seis meses, con el consiguiente riesgo para la vida de los alumnos que entraban a la escuela. Du-
rante la explosión controlada, para la cual se evacuó a los 150 alumnos de la escuela, se rompieron algunos 
cristales. No se había esclarecido qué grupo era responsable de haber puesto las bombas23. 

En una fecha desconocida en agosto o septiembre de 2016, una escuela ubicada en Sardinata, Norte de San-•
tander, habría sufrido daños como resultado del fuego cruzado entre miembros de las fuerzas de seguridad y 
un grupo armado no estatal que no fue identificado. Un artefacto explosivo perforó el techo de la oficina del 
rector y se detonó. No hubo heridos en este incidente24. 

El 4 de septiembre de 2016, se informó que las Fuerzas Armadas colombianas bombardearon en forma indis-•
criminada a la comunidad indígena Sibariza en el departamento de Arauca. Al menos uno de los cinco explo-
sivos cayó cerca de una escuela y provocó daños25. Las Fuerzas Armadas colombianas indicaron que las 
acciones tuvieron por objeto reducir la actividad del ELN en la zona26. 

En 2017 se informaron al menos cuatro ataques contra escuelas27. Estos ataques incluyeron los siguientes: 

Lugareños en Carrá, Chocó, dijeron a Human Rights Watch que el 19 de febrero de 2017 la Armada colombiana •
y las AGC mantuvieron un combate armado detrás de la escuela local, que duró 45 minutos28.  

En marzo de 2017, se colocaron minas terrestres cerca de una escuela en el predio de una comunidad indígena •
en Chocó29. 

Las Fuerzas Armadas de Colombia y el EPL llevaron a cabo operaciones militares el 27 y 28 de marzo de 2017 •
cerca de una escuela en Sardinata, Norte de Santander30.  

El 29 de agosto de 2017 se produjeron enfrentamientos armados entre grupos posdesmovilización y el Ejército •
Revolucionario Popular (ERP) cerca de una escuela en Tumaco y Barbacoas. Estas actividades bloquearon el 
acceso a la escuela varias semanas31. 

Ataques contra alumnos, docentes y otro personal educativo de escuelas  
Entre 2013 y 2017, hubo al menos 16 casos informados de docentes asesinados por grupos armados no estatales. No 
obstante, muchos docentes más habrían sido amenazados con violencia, y a causa de esto algunos abandonaron sus 
empleos y comunidades. Cientos de alumnos faltaron a clases o abandonaron los estudios debido a que había con-
flictos armados en las proximidades de sus escuelas. Se instalaron minas terrestres, municiones sin detonar y artefactos 
explosivos improvisados no solo en escuelas, sino también en los trayectos de acceso a estas, lo cual afectó el acceso 
de niños y niñas a la educación. Por ejemplo, COALICO informó que las autoridades educativas documentaron 10 inci-
dentes con minas terrestres que afectaron de manera directa e indirecta a 127 alumnos en Valle del Guamuez, depar-
tamento de Putumayo, entre enero de 2014 y diciembre de 2016. Algunos de los alumnos resultaron gravemente heridos 
en estos ataques32.  

En comparación con el período de análisis anterior, fueron más los casos en los que se identificó a los agresores como 
grupos posdesmovilización o grupos armados no identificados, en vez de miembros de las FARC-EP y el ELN, los cuales 
entre 2014 y 2017 implementaron varios ceses al fuego. GCPEA no pudo incluir información del Ministerio de Educación 
ni del sindicado de docentes relativa a amenazas a enseñantes durante el período de análisis actual, por lo que no fue 
posible efectuar comparaciones con datos similares de 2009-2013. 

El asesinato de docentes y las amenazas masivas por parte de grupos posdesmovilización, otros grupos armados no 
estatales y partes no identificadas significaron una fuerte presión para el sistema educativo de Colombia durante 2013. 
Según datos de la ONU, grupos armados no estatales que no fueron identificados habrían asesinado a cinco docentes 
ese año. Otros docentes sufrieron amenazas de grupos armados en seis de los 32 departamentos de Colombia33. Por 
ejemplo:  
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En Medellín, Antioquia, se habría distribuido en febrero de 2013 un panfleto anónimo en los vecindarios de •
Bello Horizonte y Villa Flora que advertía a los padres que no llevaran a sus hijos a cuatro escuelas específicas, 
debido a que estaba por librarse una guerra entre varios grupos posdesmovilización que se disputaban el con-
trol territorial. Debido a esto, 4.000 alumnos faltaron ese día a la escuela34.  

EL medio local El Tiempo informó que, en julio de 2013, hubo amenazas de muerte en el departamento de •
Sucre y que el grupo posdesmovilización Los Rastrojos envió mensajes de textos amenazantes a cuatro maes-
tros35.  

Durante 2014 se siguieron informando asesinatos y amenazas contra docentes e instituciones educativas. La ONU in-
formó que grupos armados no identificados mataron a tres docentes ese año y señaló que las FARC-EP, el ELN, las AGC 
y Los Rastrojos habían amenazado a docentes36. A su vez, la Personería de Medellín determinó que 82 docentes en 63 
instituciones recibieron amenazas en el área metropolitana de Medellín durante 201437. La fiscalía no identificó a los 
agresores y no resultaba claro cuántas de estas amenazas estaban directamente asociadas con el conflicto armado.  

En 2015, la ONU comunicó que grupos armados no identificados mataron a docentes en dos casos y señaló haber re-
cibido información sobre una cantidad no determinada de amenazas emitidas por las FARC-EP, el ELN, las ACG y Los 
Rastrojos contra enseñantes a lo largo del año38. Asimismo, un artículo en El Colombiano indicó que 24 docentes en 
Ituango, Antioquia, dejaron sus cargos entre junio y agosto de 2015 debido a amenazas de muerte expresadas en pan-
fletos o en llamadas telefónicas. Seis docentes en esa localidad también fueron amenazados mediante un mensaje te-
lefónico por video, en el que les advertían que debían irse de Ituango. El artículo atribuía las amenazas a las FARC-EP, 
que tenían presencia en la zona, pero no se confirmó que estuvieran implicadas. Luego de que sus maestros se fueran 
de la zona, 614 niños perdieron la posibilidad de asistir a la escuela. Según señalaron autoridades públicas, muchas 
de las amenazas estaban dirigidas a docentes que llegaron a Ituango desde otras localidades, algunos de ellos a través 
de un programa gubernamental que asignaba a docentes con alto nivel de formación a zonas rurales de bajos recursos39.  

La ONU siguió recibiendo señalamientos de que grupos armados, incluidos el ELN y las AGC, amenazaron a docentes 
en 201640. GCPEA encontró solo algunos señalamientos de ataques violentos a personal educativo durante 2016. Por 
ejemplo, un maestro y vicepresidente de un sindicato local de docentes fue hallado muerto por arma de fuego a orillas 
de un río en Cúcuta, Norte de Santander, a comienzos de noviembre de 2016, según se indicó en medios de noticias 
locales. El sindicato docente, la Asociación Sindical de Institutores Nortesantandereanos, manifestó consternación por 
esta expresión de la violencia generalizada que afectaba a su comunidad y reclamó a las autoridades que garantizaran 
su seguridad41.  

Hubo al menos cuatro amenazas o asesinatos contra docentes en 2017, y en tres de estos hechos se desconocen los 
agresores y los motivos. También hubo un incidente, no vinculado con el conflicto armado, en el cual policías emplearon 
la fuerza para reprimir una protesta de docentes: 

En los medios locales se señaló que el 31 de marzo de 2017, un docente y miembro del sindicato educativo •
Asociación de Institutores y Trabajadores de la Educación del Cauca fue hallado muerto con heridas de bala 
en Sucre, Cauca. Los motivos del ataque y la identidad de los agresores siguen sin conocerse42.  

Medios de noticias informaron que el 24 de agosto de 2017, un agresor no identificado ingresó en la oficina •
del rector de la escuela Javier Londoño en Medellín, Antioquia, y lo amenazó de muerte para que renunciara al 
cargo. Se desconoce el motivo de la amenaza. Esta fue la tercera amenaza contra un docente en Medellín que 
se informó ese mes43. 

El 10 de septiembre de 2017, miembros de un grupo disidente de las FARC-EP habrían secuestrado y asesinado •
al profesor de educación física y alumno de la escuela de oficios Iván Torres Acosta, en Miraflores, Guaviare. 
Se indicó en los medios que, poco tiempo antes, Torres Acosta había recibido amenazas de un grupo que lo 
acusaba de actuar como informante para las Fuerzas Armadas colombianas en la zona. En la misma nota, se 
indicaba que lugareños afirmaban que el grupo disidente de las FARC-EP habían difundido, por medios des-
conocidos, el mensaje de que se mataría a todo aquel que intentara impedir el reclutamiento de niños y adultos 
en la zona44.
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El 19 de octubre de 2017, la docente indígena Liliana Astrid Ramírez fue atacada y asesinada al bajar de un taxi •
cuando se dirigía a su trabajo en Coyaima, Tolima. Varios de los enseñantes de su escuela habían recibido 
amenazas de actores armados desconocidos en los meses previos al incidente45. 

Se informó en distintos medios que miembros de la policía emplearon la fuerza contra docentes que se mani-•
festaban frente al Ministerio de Educación en Bogotá, el 18 de noviembre de 201746. Previamente ese año, los 
docentes habían exigido reformas, como aumentos salariales, una proporción menor de alumnos por cada do-
cente, y más fondos para mantenimiento e insumos en las escuelas47.  

Uso militar de escuelas  
Las FARC-EP usaron al menos 18 escuelas para almacenar armas, mientras que el ELN y otros grupos armados las usaron 
como bases. El ELN también posicionó soldados frente a escuelas o en las proximidades, y puso así en riesgo a los es-
tudiantes. En comparación con las tendencias informadas en Ataques a la Educación 2014, los señalamientos de uso 
militar de escuelas al parecer habrían disminuido gradualmente tras un breve aumento en 2014. Los motivos de este 
descenso no resultaban claros.  

La ONU informó al menos dos casos de uso militar de escuelas durante 2013:  

En una instancia en febrero de 2013, las Fuerzas Armadas de Colombia utilizaron una escuela durante un com-•
bate con las FARC-EP en Putumayo, lo cual puso en riesgo a niños y niñas e hizo que debieran suspenderse las 
clases48. 

En otro caso, de abril de 2013, las FARC-EP utilizaron una escuela en Arauca para resguardarse y el edificio •
sufrió daños durante enfrentamientos con las fuerzas armadas49.  

La ONU indica que hubo 11 casos informados de uso militar de escuelas en 2014. En algunos casos, se posicionaron 
miembros de las Fuerzas Armadas cerca de escuelas o frente a estas durante el horario lectivo, exponiendo así a riesgos 
a las escuelas y los alumnos50. En mayo de 2014, las fuerzas militares encontraron en Cauca 76 tubos de gas vacíos 
que las FARC-EP habían estado almacenando para usarlos en combates51.  

Durante 2015, la ONU informó cinco casos de uso militar de escuelas, uno de ellos por las FARC-EP y cuatro por las Fuer-
zas Armadas colombianas. En este último caso, el uso contravino la prohibición del uso militar de escuelas impartida 
por el Ministerio de Defensa Nacional52. Es posible que entre los cinco casos informados por la ONU hayan estado in-
cluidos los siguientes, que fueron difundidos por autoridades y medios locales:  

La Defensoría del Pueblo informó sobre el posible uso de una escuela por las Fuerzas Armadas en Caloto, •
Cauca, en febrero de 2015. Varios miembros de la comunidad indicaron que los militares usaron la escuela 
como base de defensa en un combate con las FARC-EP53.  

Los medios locales difundieron dos videos donde se mostraba a miembros de las FARC-EP confeccionando una •
lista de explosivos que guardaban en el aula de una escuela primaria en Putumayo, en julio de 2014 y junio de 
201554.  

En junio de 2015, residentes de Guapi, Cauca, indicaron al periódico local El Espectador que era habitual que •
hubiera militares en la escuela secundaria de la zona y que estos pasaran allí la noche55. 

La ONU constató tres casos de uso militar de escuelas durante 2016 por grupos no especificados56. Human Rights 
Watch informó sobre señalamientos creíbles de que tanto el ELN como las AGC usaron escuelas como bases militares 
en el departamento de Chocó en agosto y septiembre de 201657. Estos son algunos de los casos de uso militar de es-
cuelas informados en 2016: 

Al parecer, miembros de las Fuerzas Armadas estuvieron apostados a 200 metros de una escuela en Llana •
Baja, departamento de Norte de Santander, en enero de 2016. Posteriormente, en julio de 2016, ocuparon el 
comedor escolar, hasta que intervinieron las autoridades regionales y, a pedido de estas, los soldados desa-
lojaron el establecimiento. No obstante, mantuvieron su presencia cerca de la escuela hasta, al menos, octubre 
de 201658.
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Una ONG local indicó a Human Rights Watch que, en agosto de 2016, miembros del ELN ocuparon transitoria-•
mente una escuela en una aldea wounaan en Chocó, y amenazaron al docente de la institución, a raíz de lo 
cual huyó de la localidad59.  

Un docente de una comunidad afrocolombiana no identificada en Chocó dijo a Human Rights Watch que, en •
septiembre de 2016, mientras combatían con las Fuerzas Armadas, las AGC se refugiaron en una escuela en 
un momento en que se estaban dictando clases. Un funcionario judicial comentó a Human Rights Watch que 
era habitual que este grupo posdesmovilización usara esa escuela para fines militares60. 

Un miembro de la ONU indicó que 100 integrantes de las Fuerzas Armadas colombianas ocuparon una escuela •
en Arenas Altas, departamento de Antioquia, el 18 de octubre de 2016. Al retirarse, dejaron un chaleco militar, 
un teléfono celular y municiones de largo alcance. Después de que la comunidad entregara estos elementos a 
las autoridades, habría recibido amenazas de algunos soldados del Ejército61. 

En 2017, hubo varios casos informados de actores armados que usaron escuelas. COALICO informó el uso de dos es-
cuelas por actores armados desconocidos entre enero y junio de 201762. GCPEA reunió, por separado, información 
sobre tres casos informados de uso militar. No resultó claro si estos tres casos son los mismos que informó COALICO. 
Incluyeron los siguientes hechos:  

Durante las dos primeras semanas de enero, un grupo armado no estatal que no fue identificado ocupó una •
escuela en San Miguel, Putumayo, y exigió dinero, conforme lo indicó un trabajador de la ONU63. 

En Cúcuta, Norte de Santander, el ELN ocupó una escuela el 22 de marzo de 201764. •

Reclutamiento infantil en las escuelas o en el trayecto desde y hacia estos establecimientos  
Hubo casos comunicados informalmente sobre reclutamiento infantil en escuelas o en el trayecto desde y hacia estos 
establecimientos durante el período de análisis. Las FARC-EP se comprometieron a abandonar la práctica de recluta-
miento infantil a principios de 2016. Sin embargo, otros grupos, incluidos el ELN y frentes disidentes de las FARC-EP, 
siguieron reclutando a niños, y se informó una cantidad no especificada de casos a fines de 201665. La cantidad de 
casos se limitaba a los indicados formalmente en los medios de comunicación y, por ende, es probable que la verdadera 
magnitud del fenómeno haya sido mayor. 

Hubo dos casos informados de reclutamiento infantil en escuelas durante el período 2013-2017, en comparación con 
al menos 12 incidentes en el período de análisis 2009-2013. 

El periódico local Semana informó que las FARC-EP reclutaron a niños en escuelas de Cali en junio de 201366. •

El 24 de mayo de 2015, las FARC-EP secuestraron a dos alumnos de la escuela a la que asistían en la localidad •
indígena de Jambaló, Cauca, presuntamente con la intención de reclutarlos. Uno de los alumnos logró escapar 
e informó lo ocurrido a los medios locales67. 

Violencia sexual perpetrada por partes armadas en las escuelas o en el trayecto desde y hacia 
estos establecimientos 
El comité CEDAW indicó que todos los actores armados cometieron violación sexual u otras formas de violencia sexual 
contra mujeres, niñas y niños68. Conforme a datos nacionales obtenidos de Unicef, 180 niños— en su mayoría, niñas—
fueron víctimas de violencia sexual por partes del conflicto entre 2013 y marzo de 201669.  

No resulta claro en qué grado estos hechos de violencia constituyeron ataques a la educación. No obstante, en 2016, 
la ONU documentó un patrón de violencia sexual contra niñas en edad escolar perpetrados por grupos posdesmovili-
zación en el departamento de Santander. Aunque no se especificaron la naturaleza ni las fechas exactas de los hechos 
de violencia, un exdirector y un exinspector de policía fueron juzgados por facilitación de la esclavitud sexual y reclu-
tamiento forzado en relación con el caso70. Asimismo, docentes y otros miembros del personal escolar indicaron que, 
en 2016, grupos armados cometieron actos de violencia sexual contra cerca de 50 alumnas71. 
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Ataques contra la educación superior  
Entre los ataques a la educación superior, pueden mencionarse las amenazas contra estudiantes y profesores, el uso 
de artefactos explosivos improvisados en predios universitarios y el uso excesivo de la fuerza contra estudiantes por 
integrantes de las fuerzas de seguridad gubernamentales. Hubo al menos cinco ataques dirigidos contra instituciones 
educativas, y al menos ocho contra estudiantes o personal universitario. La tasa de comunicación de estas violaciones 
fue similar a la de las informadas en Ataques a la Educación 2014, de menos de cinco por año. No obstante, aunque 
las FARC-EP cometieron menos ataques cada año, los grupos posdesmovilización fueron responsables de una cantidad 
creciente de ataques contra la educación superior.  

Según medios locales, en 2013 hubo al menos un ataque a la educación superior. El 14 de junio de 2013, el personal 
docente de la Universidad de Antioquia realizó una huelga luego de que 15 hombres con el rostro cubierto irrumpieran 
en las oficinas de docentes, robaran equipos y colgaran una bandera de las FARC-EP, para luego dirigirse a cerca de 
200 alumnos sobre el proceso de paz que se estaba desarrollando en ese momento72. 

Hubo al menos XXXX ataques contra la educación superior en 2014, incluidos dos perpetrados por grupos posdesmo-
vilización y uno por las FARC-EP y el ELN. Una vez más, diversas fuentes de noticias colombianas informaron sobre estos 
ataques:  

En marzo de 2014, se informó en los medios de comunicación locales que Los Rastrojos distribuyeron un pan-•
fleto con amenazas de muerte contra alumnos de la Red de Derechos Humanos Francisco Isaías Cifuentes de 
la Universidad del Valle y acusaron a estudiantes de introducir guerrilleros en el campus73.  

En septiembre de 2014, también en la Universidad del Valle, Los Rastrojos enviaron amenazas de muerte contra •
miembros del sindicato de trabajadores universitarios, a quienes acusaron de guerrilleros74.  

El periódico local El Colombiano informó que el 12 de diciembre de 2014, un grupo de cerca de 10 personas •
con el rostro cubierto ingresaron en la Universidad de Antioquia y colgaron banderas de las FARC-EP y del ELN 
en puntos visibles del campus. Dijeron a los estudiantes que habían llevado explosivos a la universidad. Parte 
del campus fue evacuado transitoriamente75. 

Tras una reducción en los ataques a la educación superior informados durante 2015, fuentes de noticias indicaron un 
leve aumento en la cantidad de incidentes en 2016, aunque al parecer siguieron siendo poco frecuentes. Grupos pos-
desmovilización o agresores no identificados fueron responsables de los siguientes incidentes: 

En febrero de 2016, un grupo de agresores encapuchados que no fueron identificados detonaron artefactos •
explosivos improvisados llamados “papas bombas” en el ingreso de la Universidad Industrial de Santander, y 
destruyeron los torniquetes del portón de entrada76. El grupo también repartió panfletos en repudio al nombre 
dado poco tiempo antes a un edificio de la universidad, en homenaje al cura católico Camilo Torres, que par-
ticipó en la fundación del ELN77.  

En abril de 2016, Las Águilas Negras habrían amenazado al menos a cinco estudiantes de la Universidad del •
Atlántico mediante llamadas telefónicas y cartas enviadas a sus domicilios. En estos mensajes, se indicaba 
que serían blanco de ataques por su participación en una agrupación comunista en el ámbito de la universidad. 
El grupo indicó que los matarían si no abandonaban la universidad en el plazo de una semana78.  

Agresores no identificados detonaron papas bomba en la Universidad Industrial de Santander en dos inciden-•
tes distintos ocurridos en junio de 201679. No resultaba claro si estos incidentes estuvieron relacionados con 
el conflicto armado. 

Hasta el momento en que se redactó este documento, GCPEA no había identificado ataques contra la educación superior 
durante 2017. 
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por Farc dejó en el aire a niños de tres veredas”, El Tiempo, 4 de febrero 2013, según se cita en GCPEA, Ataques a la Educación 2014, pág. 129. Este incidente también lo confirmó el Ministerio de Ed-
ucación, el 18 de diciembre de 2013. 
10 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/69/926-S/2015/409, párr. 222. 
11 “Las FARC habrían minado una escuela en Inzá, Cauca”, Semana, 10 de junio de 2014. 
12 “Colombia: zonas afrocolombianas asoladas por las FARC”, comunicado de prensa de Human Rights Watch, 30 de julio de 2014. 
13 “FARC vuelven a plantar minas cerca de una escuela”, Semana, 10 de octubre de 2014. 
14 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/70/836–S/2016/360, párr. 181. 
15 Información transmitida por interlocutor en la ONU consultado mediante correo electrónico, 16 de enero de 2018.  
16 “Colombia ELN rebels ‘displayed soldier’s leg as trophy’”, BBC, 8 de mayo de 2015. Talor Gruenwald, “ELN widely condemned after soldier’s amputated leg displayed near high school”, Colombia 
Reports, 8 de mayo de 2015. 
17 “‘Cuando llegamos... ya estaba muerta’, relata maestra de niña que murió tras pisar una mina”, CNN, 21 de mayo de 2015. “Menor de 7 años pierde la vida por mina antipersona en el Cauca”, El 
Tiempo, 20 de mayo de 2015. 
18 “Las Farc se ensañaron con Tumaco”, Verdad Abierta, 26 de junio de 2015. 
19 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/72/361-S/2017/821, párr. 54. 
20 Información proporcionada por fuente confidencial, noviembre de 2017. 
21 Información transmitida por interlocutor en la ONU consultado mediante correo electrónico, 16 de enero de 2018. 
22 Información proporcionada por fuente confidencial, noviembre de 2017. 
23 “Desactivan dos cilindros bomba cerca de un colegio en Cauca”, W Radio, 28 de julio de 2016. 
24 Información proporcionada por fuente confidencial, noviembre de 2017. 
25 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/72/361-S/2017/821, párr. 54. Información proporcionada por una fuente confidencial, noviembre de 
2017. 
26 Información transmitida por interlocutor en la ONU consultado mediante correo electrónico, 16 de enero de 2018. 
27 Información transmitida por interlocutor en la ONU consultado mediante correo electrónico, diciembre de 2017. “Colombia: Grupos armados oprimen a comunidades ribereñas”, comunicado de 
prensa de Human Rights Watch, 7 de junio de 2017.  
28 “Colombia: Grupos armados oprimen a comunidades ribereñas”, comunicado de prensa de Human Rights Watch, 7 de junio de 2017. 
29 Información transmitida por interlocutor en la ONU, diciembre de 2017 
30 Información transmitida por interlocutor en la ONU, diciembre de 2017. 
31 Información transmitida por interlocutor en la ONU, diciembre de 2017. 
32 Información proporcionada por fuente confidencial, noviembre de 2017. 
33 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/68/878-S/2014/339, párr. 168. 
34 Sistema de Alertas Tempranas, “Informe de riesgo 008”. Javier Alexander Macias, “Evacuados colegios de Robledo por amenazas”, El Colombiano, 21 de febrero de 2013. 
35 Luz Victoria Martínez, “Reiteran amenazas a docentes en Colosó, Sucre”, El Tiempo, 23 de julio de 2013. Anastasi Gubin y María Múnera, “Profesores en Sucre suspenden clases por amenazas de 
bandas criminales”, La Gran Época, 17 de julio de 2013. 
36 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/69/926-S/2015/409, párr. 222. 
37 Personería de Medellín, Informe sobre la situación de los derechos humanos en la ciudad de Medellín, 2014, págs. 62 y 64. 
38 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/70/836–S/2016/360, párr. 181. 
39 Martha Arias Sandoval, “Maestros que Ituango esperó años salen amenazados”, El Colombiano, 22 de agosto de 2015.  
40 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/72/361-S/2017/821, párr. 54. 
41 “Hombre asesinado en la ribera del río Pamplonita era docente”, La Opinión, 10 de noviembre de 2016. “Docentes en Norte de Santander reclaman seguridad para su oficio”, Caracol, 10 de no-
viembre de 2016. 
42 “Asesinado Jairo Chilito Profesor de ASOINCA en Sucre, Cauca”, Contagio Radio, 1 de abril de 2017. 
43 “Denuncian amenazas contra rector del colegio Javier Londoño”, El Tiempo, 24 de agosto de 2017. 
44 “Disidencia de FARC sentencia a quien se oponga a coca y reclutamiento”, El Tiempo, 15 de septiembre de 2017.  
45 “Colombia. Asesinan a Liliana Astrid Ramírez, docente y lideresa en Tolima”, Resumen Latinoamericano, 19 de octubre de 2017. “Reportan el asesinato de dos líderes sociales en Colombia”, Tele-
surTV, 19 de octubre de 2017. 
46 “Education under Attack Monthly News Brief”, Insight Insecurity, noviembre de 2017, pág. 2.  
47 Julia Symmes Cobb, “Colombia reaches deal to end 37-day teachers’ strike”, Reuters, 16 de junio de 2017. Stephen Gill, “60,000 teachers arrive in Colombia’s capital to ‘occupy’ Bogota”, Colom-
bia Reports, 6 de junio de 2017. 

GCPEA

Coalición Global para  

Proteger la Educación de Ataques



48 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/68/878-S/2014/339, párr. 168. 
49 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/68/878-S/2014/339, párr. 168. 
50 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/69/926-S/2015/409, párr. 222. 
51 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/69/926-S/2015/409, párr. 222. 
52 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/69/926-S/2015/409, párr. 181.  
53 “Advierten violaciones al Derecho Internacional Humanitario por combates en Cauca”, W Radio, 16 de febrero de 2017. “¿Qué pasó con la tregua? Ejército y FARC se enfrentaron en Caloto, Cauca”, 
Noticias Caracol, 17 de febrero de 2015. 
54 “Farc usaron escuela en Putumayo para almacenar explosivos”, El Tiempo, 28 de julio de 2014. Juan Carlos Monroy Giraldo, “Ejército denuncia que Farc usan escuelas para esconder explosivos”, 
El Colombiano, 19 de junio de 2015. “¿Las Farc usan dos veces la misma escuela para esconder armas?”, El Tiempo, 19 de junio de 2015. 
55 Daniel Salgar Antolinez, “Escuelas en guerra”, El Espectador, 17 de junio de 2015. 
56 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/72/361-S/2017/821, párr. 54. 
57 “Colombia: Grupos armados”. 
58 Información proporcionada por fuente confidencial, noviembre de 2017. 
59 “Colombia: Grupos armados”. 
60 “Colombia: Grupos armados”. 
61 Información transmitida por interlocutor en la ONU consultado mediante correo electrónico, diciembre de 2017. 
62 “Boletín Estadístico Semestral de Monitoreo No. 17 Enero-Junio 2017”, COALICO, junio de 2017, pág. 13. 
63 Información transmitida por interlocutor en la ONU consultado mediante correo electrónico, diciembre de 2017. 
64 Información transmitida por interlocutor en la ONU consultado mediante correo electrónico, diciembre de 2017. 
65 Asamblea General y Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/72/361-S/2017/821, párr. 50. 
66 “El desafío del distrito de Aguablanca” Semana, 8 de junio de 2013.  
67 “Indígenas reclaman menores q se llevó la guerrilla en el Cauca”, Caracol Radio, 25 de mayo de 2015. “Advierten infracciones al DIH por parte de Farc tras suspensión del cese al fuego”, El Espec-
tador, 2 de junio de 2015.  
68 CEDAW, “Observaciones finales sobre los informes periódicos séptimo y octavo combinados de Colombia”, CEDAW/C/COL/CO/7-8, 29 de octubre de 2013, párr. 17. Consejo de Seguridad de la 
ONU, “Informe del Secretario General: Violencia sexual relacionada con los conflictos”, S/2014/181, 13 de marzo de 2014, párr. 18. 
69 Unicef, Childhood in the Time of War: Will the Children of Colombia Know Peace at Last? (Bogotá/Nueva York: Unicef, marzo de 2016), pág. 8.  
70 Consejo de Seguridad de la ONU, “Informe del Secretario General”, A/2017/878-S/249/339, párr. 29. 
71 Información proporcionada por fuente confidencial, noviembre de 2017. 
72 Paola Morales Escobar, “Docentes de la Universidad de Antioquia continuarán con paro”, El Tiempo, 19 de junio de 2013. “Presencia de Las Farc en la U de Antioquia Genera Reacciones”, La Van-
guardia, 16 de junio de 2013. “Las Farc hicieron una ‘toma militar’ de la Universidad de Antioquia: Fajardo”, El Colombiano, 14 de junio de 2013. 
73 “Banda criminal de ‘los rastrojos’ amenaza a estudiantes de la Universidad del Valle”, Radio Santa Fe, 13 de marzo de 2014. “Estudiantes de la Universidad del Valle fueron amenazados por el 
grupo paramilitar ‘Los Rastrojos’”, Radio Macondo FM, 11 de marzo de 2014. 
74 Ministerio de Educación de Colombia, “La Universidad del Valle rechaza señalamientos y amenazas a integrantes de la comunidad universitaria”, Noticias del Ministerio de Educación, 23 de sep-
tiembre de 2014. “Denuncian amenazas contra estudiantes y sindicalistas de Univalle”, El Tiempo, 24 de septiembre de 2014. “Amenazan a estudiantes que organizan el IV Congreso Nacional de la 
FEU”, Radio Macondo FM, 22 de septiembre de 2014. 
75 “Encapuchados exponen banderas de Farc y Eln en la Universidad de Antioquia”, El Colombiano, 12 de diciembre de 2014. 
76 Una papa bomba es un artefacto explosivo improvisado que se ahueca y se rellena con materiales explosivos para ser arrojado manualmente. Las papas bomba pueden tener suficiente potencia 
como para causar graves lesiones y daños. 
77 “Detonaron papas bomba en la Universidad Industria de Santander”, W Radio, 17 de febrero de 2016. 
78 Germán Corcho Trochez, “Activan protección para profesores y estudiantes de Uniatlántico amenazados”, El Heraldo, 4 de abril de 2016. 
79 “Rector de la UIS confirmó existencia de un herido por ‘papa bomba’”, La Vanguardia, 2 de junio de 2016. “Encapuchados y ‘papas bomba’ volvieron a la UIS”, La Vanguardia, 10 de junio de 
2016.

GCPEA

Coalición Global para  

Proteger la Educación de Ataques


